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León, Guanajuato, a 14 catorce de octubre del año 2013, dos mil trece. .  . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 247/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por los ciudadanos …, en ejercicio de la Patria Potestad de sus menores hijas, … en contra del TESORERO MUNICIPAL DE LEÓN, GUANAJUATO; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora señala como acto impugnando la determinación del crédito fiscal del impuesto sobre traslación de dominio derivado de la Escritura Pública número …; acto que no obra en el sumario, pero la parte actora manifiesta que se enteraron de su existencia con la notificación realizada el 11 once de marzo del año en curso, por tal razón, no se sobresee el presente juicio. 
TERCERO.-  Que  conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Tesorero Municipal en la contestación de la demanda, opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La  excepción  derivada  de  los  artículos  137  y  138 del referido Código de 
Procedimiento y Justicia Administrativa, al respecto cabe mencionar, que podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales no reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de los actos fiscales combatidos. . . 
La falta de acción y carencia de derecho para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar la determinación de crédito que nos ocupa, toda vez que el estado de cuenta y el avalúo que obran en autos, se encuentra dirigido hacia la persona de las menores y como destinatarias del acto impugnado el padre y la madre en ejercicio de la patria potestad de sus menores hijas están en aptitud de intentar la presente demanda, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del  artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . .  . . 
La  excepción Nom  Mutati  Libeli, se considera que esta excepción no opera 

en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurriría en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, de las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ningún otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que haciendo un análisis integral de la demanda concretamente en el punto dos denominada “El acto o resolución que se impugna”, que consta en la segunda foja de la demanda se advierte que la parte actora hace la expresión de conceptos de impugnación respecto a la determinación del crédito causado por el impuesto sobre traslación de dominio derivado de la referida Escritura Pública…, en el sentido de que manifiestan bajo protesta de decir verdad que jamás tuvieron conocimiento de la determinación del crédito fiscal y que se enteraron de la determinación a través de la notificación realizada en su domicilio el 11 once de marzo del año en curso, circunstancias que demuestra mediante la copia al carbón de la diligencia de notificación del requerimiento de pago realizada en la mencionada fecha que acompaña a su demanda como anexo 4 cuatro; por su parte la autoridad en la contestación de la demanda no refuta este aspecto. . . . . .  . . . . . . 

Concepto de impugnación que se resulta FUNDADO, por las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que todo acto fiscal es válido y eficaz, cuando ha sido formalmente notificado al destinatario, ya que a partir de esa notificación empieza a surtir sus efectos jurídicos frente al interesado; y, en segundo lugar cabe mencionar, que la determinación de un crédito fiscal debe notificarse de manera  personal o por correo certificado con acuse de recibo, de acuerdo a lo señalado por el artículo 79, fracción I, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, por su lado, la parte actora expresa que la autoridad fiscal demandada no le dio a conocer la determinación del crédito por el impuesto sobre traslación de dominio, causado por la Escritura Pública …, a través de la cual renuncian al usufructo vitalicio constituido sobre el inmueble ubicado en ….; y, por otro lado, es el caso que la autoridad fiscal demandada no dio a conocer a la parte actora la resolución que determinó o fijo el crédito del impuesto sobre traslación de dominio, en los términos y mediante las formalidades que establecen los artículos 79, 80 y 81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estad de Guanajuato. . . . 

Por consiguiente, partiendo de las premisas de que no se practicó la notificación de la determinación del crédito fiscal y de que la parte justiciable tuvo conocimiento de la existencia del adeudo a su cargo, con motivo de la notificación del requerimiento de pago del impuesto traslativo, practicada con fecha 11 once de marzo del año en curso y estimando que tal afirmación no quedó desvirtuada en autos con prueba alguna, porque no se aportaron al sumario las constancias relativas a la notificación del acto fiscal impugnado; por tanto, resulta evidente que no se dio a conocer la determinación del crédito impugnada, omisión que pone de relieve la existencia de una violación al derecho de previa audiencia de la parte justiciable, en razón de que si no se dio la notificación del acto fiscal a debate, luego entonces, no se cumplieron las formalidades esenciales del procedimiento tributario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, no se omite mencionar que en este fallo se abordó de manera preferente el análisis de los conceptos de impugnación orientados a la falta de notificación de la determinación del crédito, en virtud de que se parte de la hipótesis del desconocimiento del acto de la determinación del crédito por parte del actor, omisión que hace necesario que se le hagan saber las constancias que justifiquen tanto la existencia del acto fiscal como su notificación, para que pueda controvertirlos en la ampliación de demanda, pero es el caso que la autoridad no las exhibió, razón por la cual el juzgador no tocó los conceptos de impugnación atinentes a controvertir la existencia y la legalidad de la determinación del crédito fiscal por concepto de impuesto sobre traslación de dominio, por ello, las consideraciones expresadas en los párrafos que anteceden, no se refieren a la legalidad de esa resolución de determinación del crédito en sí misma, sino que versan únicamente sobre la circunstancia de que esa resolución fiscal no fue notificada; pues, que dentro del procedimiento tributario la determinación del crédito fiscal y el requerimiento de pago son dos actos distintos, que se dan de manera sucesiva, primero la determinación y posteriormente el requerimiento de pago, de manera que desde el punto de vista meramente jurídico éste último no debe darse si no existe el primero; Es así que, por un lado, al no obrar materialmente en el expediente la determinación del crédito fiscal no es posible examinar su legalidad y en su caso decretar su legalidad o ilegalidad; y, por otro lado, de no proceder así, a la parte actora no se daría la posibilidad combatir el crédito fiscal y seguiría prevaleciendo su presunción de legalidad . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De  esta forma, si no existe notificación de la determinación del crédito impugnada, entonces, resultan afectados de ilegalidad sus actos subsecuentes como lo es el requerimiento de pago que obra en el expediente, en virtud de que emitió sin haberse respetado las formalidades esenciales del procedimiento, por lo que carece del elemento de validez previsto en la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por ende, es el caso que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción III del artículo 302 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y se afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte justiciable, por lo que con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción III, del pluricitado Código, se declara la nulidad del requerimiento de pago, de fecha 04 cuatro de marzo del año en curso, suscrito por el Director de Ejecución y la presente sentencia tiene como efecto dar a conocer mediante notificación formal a la parte actora la determinación del crédito fiscal debidamente fundada y motivada, para el efecto de que pueda, si así le conviniere, ejercer su derecho de defensa, a través de los medios ordinarios de defensa que establecen nuestros Ordenamientos Legales, lo anterior, porque carece de bases para refutar el acto, por ignorar los motivos que lo fundamentaron. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones III y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.-  Este Juzgado  Primero  Administrativo  Municipal, por  razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la  NULIDAD  del requerimiento de pago, de fecha 04 cuatro de marzo del año en curso, suscrito por el Director de Ejecución, para el efecto autoridad competente de a conocer mediante notificación formal a la parte actora, la determinación del crédito fiscal debidamente fundada y motivada, a fin de que pueda, si así le conviniere, ejercer su derecho de defensa, a través de los medios ordinarios de defensa que establecen nuestros Ordenamientos Legales, lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 14 DE OCTUBRE DEL 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 247/2013-JN.
